SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA N°13
RADICACIÓN:66001310400520160000701 

ACCIONANTE:  NIDIA PÉREZ DE RENDÓN
CONFIRMA NEGACIÓN


TUTELA PARA ACCEDER A LA PENSIÓN DE SOBREVIVIENTE/ Deber de demostrar que la negativa del fondo de pensiones de reconocer la prestación desconoce el ordenamiento legal/ Requisitos para obtener la pensión de sobreviviente en régimen anterior/ Se aplica la norma vigente para el momento del deceso 
“No se advierte que la actuación de la entidad accionada haya sido contraria a los lineamientos legales que rigen la seguridad social y específicamente los que consagran la pensión de sobreviviente, porque pese a que algunas de las resoluciones a las que se hace alusión en el amparo contienen los errores señalados por la demandante, en el último de esos actos administrativos (…) no se evidencian las referidas inconsistencias y se advierte que en la misma se aplicó la normativa atinente al caso, que es el Decreto 758/90 y el Acuerdo 049 del mismo año (…)
De acuerdo con lo consagrado en el artículo 25 del Acuerdo 049/90 para ser beneficiario de la pensión de sobreviviente deben acreditarse 150 semanas dentro de los 6 años anteriores a la fecha del fallecimiento, o 600 semanas en cualquier tiempo, pero la hija de la accionante solo tenía un total de 57 semanas, lo que hacía inviable el reconocimiento de esa prestación.

(…) la inconformidad de la tutelante radica en que se haya aplicado esa legislación y no la Ley 100/93 con la modificación efectuada por la 797/03, lo cual (…) no es atendible (…) por cuanto la afiliada (…) falleció en agosto 29 de 1992, es decir, antes de la vigencia de la Ley 100/93 y sus posteriores modificaciones, por lo que no es posible aplicar una norma que no se encontraba vigente al momento de causarse el derecho.”
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, siete (07) de marzo de dos mil dieciséis (2016)

                                                                    Acta de Aprobación No 195
                                                    Hora: 3:55 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la señora NIDIA PÉREZ RENDÓN, frente al fallo proferido por el señor Juez Quinto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela instaurada contra la Administradora Colombiana de Pensiones -en adelante COLPENSIONES-.

2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que se plantean en el escrito de tutela por la accionante se puede concretar así: (i) es la madre de la señora ADRIANA DEL SOCORRO RENDÓN PÉREZ, quien falleció en agosto 29 de 1992 en un accidente de tránsito a la edad de 23 años; (ii) su hija se estaba afiliada al Instituto del Seguro Social -hoy COLPENSIONES-, y tenía 57.14 semanas cotizadas para pensión; (iii) dependía económicamente de su descendiente, toda vez que ésta no tenía hijos ni cónyuge o compañero permanente, y siempre vivió con ella; (iv) solicitó a COLPENSIONES el reconocimiento de la pensión de sobreviviente en octubre 11 de 2013, a consecuencia de la cual esa entidad emitió las resoluciones 45227 de febrero 19 de 2014, en la cual negó la prestación, GNR 268133 de julio 25 de 2014 en la que resolvió el recurso de reposición de la anterior y confirmó la negativa, VPB 9582 de febrero 06 de 2015, en la que se desató la apelación, y GNR 172117 de junio 11 de 2015; y (v) señala diversas inconsistencias y errores que presentan los citados actos administrativos, en cuanto a la fecha de la muerte de su hija, la normativa aplicable y la vigencia de su afiliación al momento de la muerte, de conformidad con las cuales considera afectados sus derechos a la seguridad social, a la dignidad humana, a la salud, a la vida y al mínimo vital.
Con fundamento en lo anterior solicita el amparo de las garantías constitucionales que estima quebrantadas; y en consecuencia, se declare la revocatoria de las cuatro resoluciones expedidas por COLPENSIONES, y se disponga la aplicación de la Ley 100/93 y 797/03 de manera retrospectiva y en virtud del principio de favorabilidad, como se ha hecho en casos de similares características, y tal como lo hizo la entidad en los primeros dos actos administrativos que profirió.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Sometido el asunto al respectivo reparto correspondió el conocimiento al Juzgado Quinto Penal del Circuito de esta ciudad, despacho que admitió la acción contra COLPENSIONES, entidad que no se pronunció dentro del término que le fue concedido. 

3.2.- Culminado el término constitucional el titular del referido despacho profirió fallo en el que negó las pretensiones de la demanda por lo siguiente: (i) no se reúnen los presupuestos para estudiar de fondo la acción, por cuanto no se demostró la afectación al mínimo vital o una debilidad manifiesta que hicieran viable el mecanismo constitucional en forma transitoria; (ii) se cuestionan actos administrativos que pueden ser controvertidos ante los jueces laborales por la vía ordinaria; (iii) no se demostró la inminencia de un perjuicio irremediable, máxime si se tiene en cuenta que la hija de la accionante falleció hace 23 años y aún sin su pensión ha sobrellevado la vida todo ese tiempo; y (iv) pese a que la actora es adulta mayor no es viable que el juez de tutela invada una competencia que no le corresponde, con mayor razón si se tiene en cuenta el notorio desinterés que ha mostrado la tutelante durante décadas de pasividad.
4.- IMPUGNACIÓN

La accionante presentó escrito mediante el cual mostró su inconformidad con la decisión adoptada por el juez de primer nivel, con fundamento en los siguientes argumentos:
No es cierto que pretenda cuestionar por vía de tutela actos administrativos, como lo señala la sentencia, sino mostrar claramente las irregularidades en las que incurrió la entidad demandada y con las cuales atentó contra sus derechos fundamentales.

Si bien su hija falleció hace 23 años, su vida desde que ella murió ha sido muy difícil y en condiciones de pobreza, depende totalmente de la caridad de la gente, debido a que no puede trabajar porque se encuentra muy enferma (anexa historia clínica) y debido a la edad que tiene. Sus condiciones de sobrevivencia no han sido dignas porque no cuenta con ingreso mensual, y muchas veces le ha tocado pedir para no pasar necesidades.
Si bien pasaron tantos años sin solicitar el reconocimiento de la pensión, ello obedeció a que en varias ocasiones se presentó en diferentes oficinas del Instituto del Seguro Social en las que le informaron que no tenía derecho a solicitar esa prestación, tal como lo dio a conocer en la demanda de tutela.
Por las anteriores razones solicita que se proceda al estudio de la acción para evitar un mayor perjuicio en su contra, y en atención a que su salud no le permite soportar por el tiempo indefinido que tarde el trámite de un proceso ordinario, por lo que probablemente fallecería sin obtener el reconocimiento de su pensión.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal determinar si en el presente asunto: (i) la acción de tutela es el mecanismo adecuado para solicitar el reconocimiento de la pensión de sobreviviente y en caso positivo; (ii) si es posible acceder a la pretensión invocada por la tutelante tendiente a que se dejen sin efectos varias resoluciones emitidas por COLPENSIONES, y se disponga que esa entidad dé aplicación en el caso de la accionante a lo consagrado en la Ley 100/93 y en la 797/03.
5.2.- Solución a la controversia
5.2.1- Procedencia de la acción de tutela en el presente caso

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

El tema de las pensiones por su íntima relación con los derechos fundamentales, en especial el de la dignidad del ser humano, ha protagonizado gran parte de los debates que han conducido a los referidos fallos, y ha sido el motivo para que se hayan trazado directrices con relación a la procedencia de este excepcional mecanismo cuando se busque el reconocimiento de derechos prestacionales. 

Desde sus orígenes se ha establecido la improcedencia general de la acción de tutela en lo que hace con asuntos relativos a reconocimientos pensionales cualquiera sea su índole, aunque la determinación no es absoluta y se han admitido excepciones cuando se presentan circunstancias especiales que hacen necesario conceder el amparo, en particular, cuando se trata de beneficiar a niños, personas de la tercera edad, o que se encuentran en debilidad manifiesta -sin que esta sola situación sea suficiente para otorgar el amparo-, quienes precisamente por estar fuera del mercado laboral, se entiende que no cuentan con otra forma de obtener recursos para el sostenimiento propio y de su núcleo familiar. 

Para la Sala en el caso bajo análisis, la acción de tutela sí es procedente para invocar el amparo de los derechos fundamentales que se consideran afectados por el no reconocimiento de la pensión de sobreviviente, por cuanto se dan los requisitos jurisprudenciales que se han establecido para ello.

Indudablemente la actora es un sujeto de especial protección por su delicado estado de salud debido a que según se infiere de la historia clínica anexa a la impugnación presenta múltiples requerimientos, a lo que además se suma su avanzada edad -69 años-
5.2.2- Reconocimiento de la pensión de invalidez en el caso concreto 
En el asunto bajo análisis, pese a que se argumenta lo contrario en el escrito de impugnación, se infiere que lo pretendido por la actora es que se dejen sin efectos las resoluciones que en el caso concreto ha proferido COLPENSIONES, para que en su lugar se ordene dar aplicación a lo dispuesto en la Ley 100/93 y la Ley 797/03.

Para la Sala no existe ninguna duda que los quebrantos de salud de la accionante y sus precarias condiciones de subsistencia, son circunstancias adicionales para que se tenga como un sujeto de especial protección por parte del Estado; sin embargo, tales circunstancias apremiantes no son suficientes para que por vía de tutela se defina un asunto que es competencia de la jurisdicción ordinaria y solo de manera excepcional puede ser resuelto mediante una acción constitucional como la que aquí se invoca. 
En efecto, para que proceda la protección que se reclama deben necesariamente acreditarse otros requisitos que no se observan en el caso en mención, como pasa a verse:
No se advierte que la actuación de la entidad accionada haya sido contraria a los lineamientos legales que rigen la seguridad social y específicamente los que consagran la pensión de sobreviviente, porque pese a que algunas de las resoluciones a las que se hace alusión en el amparo contienen los errores señalados por la demandante, en el último de esos actos administrativos, puntualmente la resolución  GNR172117 de junio 11 de 2015, no se evidencian las referidas inconsistencias y se advierte que en la misma se aplicó la normativa atinente al caso, que es el Decreto 758/90 y el Acuerdo 049 del mismo año, cuyos requisitos no se acreditan por parte de la señora NIDIA PÉREZ.

De acuerdo con lo consagrado en el artículo 25 del Acuerdo 049/90 para ser beneficiario de la pensión de sobreviviente deben acreditarse 150 semanas dentro de los 6 años anteriores a la fecha del fallecimiento, o 600 semanas en cualquier tiempo, pero la hija de la accionante solo tenía un total de 57 semanas, lo que hacía inviable el reconocimiento de esa prestación.
Ahora, precisamente la inconformidad de la tutelante radica en que se haya aplicado esa legislación y no la Ley 100/93 con la modificación efectuada por la 797/03, lo cual en criterio de la Colegiatura no es atendible en el presente caso por cuanto la afiliada al entonces Instituto del Seguro Social falleció en agosto 29 de 1992, es decir, antes de la vigencia de la Ley 100/93 y sus posteriores modificaciones, por lo que no es posible aplicar una norma que no se encontraba vigente al momento de causarse el derecho.

Bajo esas circunstancias, está claro que lo que no le permite acceder a la prestación que reclama la accionante es el hecho de no acreditar esas exigencias establecidas en la normativa aplicable, y no una actuación indebida o irregular por parte de COLPENSIONES.
En cuanto a la existencia de un perjuicio irremediable no puede la Sala desconocer que por obvias razones la situación que plantea la actora es delicada y genera traumatismo en muchos de los aspectos de su vida, pero en vista de que no se cumplen los presupuestos legales anotados, el juez en sede de tutela no puede emitir la orden que se pretende por parte de la accionante; en consecuencia, hay lugar a concluir que no es posible accederse al amparo deprecado, y por consiguiente se confirmará la decisión objeto de impugnación.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento. 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
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